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Las contrataciones públicas en el marco del DU 

070-2020: una mirada crítica al procedimiento 

especial de selección establecido 

Por José Alonso Serquén Campos 

 

 

Introducción 

La reactivación económica 

en el Perú es un tema al que se 

ha dado especial importancia. 

Desde el gobierno central se han 

llevado a cabo una serie de 

prerrogativas necesarias para 

contrarrestar las consecuencias 

económicas que ha dejado y está 

dejando la pandemia. Uno de los 

campos y, es quizás, el tema más 

importante económicamente, es 

el de las contrataciones del 

estado. 

 

El Decreto de Urgencia 

070-2020 busca básicamente 

abreviar los procesos en las 

contrataciones públicas, 

principalmente en la red vial, 

obviando o prescindiendo 

también algunas etapas que, en 

la ley de contrataciones del 

estado, resultan importantes y 

muchas veces es óbice de 

discusión. Un claro ejemplo de lo 

que me refiero es la etapa de 

consultas, absoluciones y 

elevación al Tribunal de 

Contrataciones del Estado. Sin 

embargo, a la fecha, ¿resulta 

viable este decreto de urgencia? 

¿Serán satisfactorios los 

resultados? A continuación, 

trataré el particular.  

Desarrollo 

Unas nuevas bases 

estándar, un procedimiento 

especial de selección, reglas en 

mérito a determinadas 

disposiciones, la asistencia 

técnica del MTC, inversión y 

generación de empleo son 
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algunas de las novedades y 

premisas que trae este nuevo 

cuerpo normativo. A saber, son 

sólo tres etapas en este proceso 

especial: la convocatoria, 

presentación de ofertas y firma 

de contrato.  

En primer lugar, debemos 

consignar que, en el marco del 

Decreto de Urgencia 070-2020, 

previa identificación de la 

necesidad, la indagación de 

mercado es bastante ágil, 

incluso se puede obtener de una 

fuente, consecuentemente, con 

su respectiva asignación de 

recursos. De hecho, entre todo 

ello, hay sólo trece días. No 

minimizo ningún esfuerzo por 

parte de autoridades para 

coadyuvar a la contratación 

pública, en paralelo con la 

reactivación económica. Las 

intenciones, tengo entendido, 

están claras. Sin embargo, en 

general ¿Se ha agilizado la 

inversión? ¿Han tenido éxito esta 

serie de normativas en relación a 

las contrataciones públicas? 

Para ser objetivo, no. Como ya 

hice mención en la parte 

introductoria de la presente, la 

exclusión de la posibilidad de 

realizar consultas y 

observaciones es uno de los 

declives de este procedimiento, 

pues la no contemplación de 

realizar consultas u 

observaciones podría 

representar graves faltas a la 

normatividad de contrataciones 

del estado. Ello inclusive, podría 

dar pie a la corrupción al interior 

de las entidades públicas, al ser 

óbice la comisión de delitos, 

como colusión o malversación de 

fondos. De hecho, no es menos 

cierto que en la práctica se estén 

presentando irregularidades en 

estos procesos especiales de 

contratación.  

Se suele contrastar la 

imposibilidad de formular 

consultas y observaciones con el 

hecho de que las 

municipalidades estén 

incluyendo requisitos 

desproporcionados en las bases 

de determinado procedimiento, 

pues consecuentemente a ello, 

tienen como no admitidas la 

mayoría de ofertas presentadas, 

para dar paso sólo a una o a dos. 

Y en cuanto a la posibilidad de 

contemplar la presentación de 

un formato de estructura de 

costos con los componentes 

mínimos materia de acreditación 

es erróneo.  

Otro punto a tomar en 

cuenta, es la no publicación por 

parte de la entidad de los 

términos de referencia de 

determinado servicio; si bien es 

cierto que el contratista podrá 

solicitar copias de las bases del 

procedimiento, no es menos 

cierto que ello podría ser 

engorroso de cumplir dado al 

corto plazo del procedimiento en 

general. En opinión personal, 

esto último estaría vulnerando el 

literal d) del artículo 2 del TUO 

de la Ley 30225, Ley de 
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Contrataciones del Estado, 

referido al principio de 

publicidad en el proceso de 

contratación, toda vez que no se 

está promoviendo la libre 

concurrencia y competencia 

efectiva, teniendo como 

consecuencia la difícil 

supervisión y el control de las 

contrataciones. Indirectamente, 

también se está vulnerando el 

principio de libre concurrencia y 

el principio de competencia, 

contemplados en el literal a) y el 

literal e) respectivamente.  

El otorgamiento de la 

buena pro, tampoco es 

cuestionable formalmente. La 

conformidad, por su parte, las 

seguirá emitiendo la entidad, 

cuestión que, si ésta no está de 

acuerdo con el servicio, y el 

contratista discrepa ello, puede 

dar pie a una serie de problemas 

que pueden devenir finalmente 

en un arbitraje.  

Conclusiones  

El tema de la reactivación 

económica ha sido uno de los 

tópicos más cuestionables. El 

DU 070-2020 no es la excepción, 

pero está lejos de ser el único. En 

general Reactiva Perú está 

inmerso de inmuebles 

cuestionamientos, como por 

ejemplo la asignación de 

recursos a las grandes 

empresas. Pero esto, se puede 

ahondar en otro tema. Otro 

cuerpo normativo que también 

ha sido óbice de controversias es 

el Decreto Legislativo N°1486. 

Sin embargo, como ya he hecho 

mención, las buenas intenciones 

por parte del gobierno central 

aparentemente están, pues la 

crisis económica a causa de la 

pandemia ha dejado 

consecuencias negativas sin 

precedentes.  

 

 

 

 

 

 


